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Señor Director:
En pasada votación de primarias del ofi-

cialismo, apareció un voto nulo de puño 
y let ra que decía , opción 5 Augusto 
Pinochet. Si el votante no tiene una pizca 
de educación cívica debería ser multa-
do e imposibilitado para todo acto de 
elección democrática; el Servel debe-
ría corregir aquello y quedar plasmada 
en la carta magna, La Constitución de 
nuestra República. Lamentablemente no 
existe una normativa o una ley que san-
cione al respecto.

Lo anterior dif ícil que suceda por-
que el secreto a manifestarse del votante 
sería vulnerado y dictatorial. En anterio-
res elecciones hasta bolsitas de cocaína 
y papelillos con marihuana se han detec-
tado. Si una persona en sus 5 sentidos y 
con poder de tomar una decisión no gusta 
de los candidatos, que se quede en casa 
y de esa forma evita realizar este acto 
que se aleja de la madurez mental de un 
ciudadano.

Boris Cortez

Señor Director:
Escuchar que no es recomendable despedir 

a los funcionarios involucrados en el fraude de 
licencias porque podrían seguir delinquiendo en 
otro lugar no sólo desconcierta, sino que tam-
bién preocupa. La señal que se entrega es que, 
ante la falta de control, conviene retener al in-
fractor, como si tolerar el abuso fuera una forma 
de reducir el riesgo.

Llevo años trabajando en cumplimiento y crisis 
reputacionales. Sé que los problemas de fondo no 
se resuelven despidiendo en masa, pero también 
sé que la integridad se sostiene con convicción, 
no con resignación. Lo que hoy se relativiza por 
temor, mañana se normaliza por cultura.

Cuando se justifica la inacción con cálcu-
los políticos, el daño no es solo financiero, sino 
institucional. Porque si el Estado no es capaz de 
sancionar con claridad a quien abusa de él, ¿qué 
puede esperar del resto?

El costo no es sólo lo que se pierde, sino lo 
que se permite.

José Ignacio Camus

Señor Director:
Hace algunos días la Fundación FELCH 

fue recibida por la Ministra de Salud, 
Ximena Aguilera, para conversar sobre el 
potencial que tiene el Acuerdo de Riesgo 
Compartido para el financiamiento de enfer-
medades poco frecuentes como CLN2. 

La cita fue fructífera, ya que tras varios 
años vemos que existe una oportunidad para 
que las patologías huérfanas empiecen a 
ser parte de las políticas de salud pública 
y, de una buena vez, las familias dejen de 
tener que recurrir a los tribunales y judi-
cializar los tratamientos médicos.

Esta opor tunidad puede marcar un 
hito, ya que el Estado de Chile gasta mi-
llones de dólares en acatar los fallos de 
la justicia y pagar de manera obligada los 
tratamientos. Ahora existe un camino para 
que los niños que sufren estas patologías 
mejoren su calidad de vida, gracias al ac-
ceso universal y sin barreras. 

Francisco Chahuán,
Senador

Señor Director:
Muchos se preguntan por qué se insis-

te tanto en pedir a comunistas y populistas 
de izquierda su opinión sobre dictaduras 
afines. La razón es simple: pese a llenarse 
la boca hablando de democracia, la verdad 
es que la respetan solo porque no tienen 
alternativa.

Es clave plantear esto al ver como acu-
san a la derecha de ser “antidemocrática” 
por su historia con la dictadura militar. 
Esa crítica sería válida si viniera de una 
izquierda coherentemente democrática, no 
de quienes relativizan violaciones de dere-
chos humanos si ocurren bajo regímenes 
de su signo.

Su oposición a la dictadura de Pinochet 
se debe a que esta los persiguió después de 
derrocar a su gobierno, si hubiese sido una 
dictadura de izquierda, su opinión sería 
otra, y eso queda claro cada vez que se les 
pregunta por Cuba, Venezuela o Nicaragua. 
No es una pregunta trivial; revela princi-
pios, o la falta de ellos.

Nicolás Enrique Navia Casanova

Señor Director:
En la mayoría de los procesos sobre derechos humanos se condena a los militares sin acredi-

tar su participación en el delito que les es imputado, como ocurrió en la sentencia dictada en el “caso 
Polvorín”, por la que fueron condenados varios militares; sentencia que fue ratificada recientemente 
por la Corte de Apelaciones de Temuco

En dicha sentencia el juez de primera instancia estableció: “no importa la función que cumpliera, 
en este caso en el Regimiento Tucapel, el acusado era partidario de una dictadura militar, de un régi-
men donde se detenía, apremiaba y ejecutaba a las personas, luego entonces corresponde imputarle 
penalmente su responsabilidad”. Es decir, no importa si los imputados participaron o no en el delito: 
para condenarlos bastaba el hecho que eran militares.

Por otra parte, a los imputados no les fue aplicada la prescripción de la acción penal porque los su-
puestos delitos cometidos, según los jueces, son “de lesa humanidad”; en circunstancias que ninguno 
de los imputados fue condenado por alguno de los delitos tipificados en los artículos 1º al 9º de la ley 
20.357 que tipificó tal clase de delitos: todos lo fueron por delitos comunes del Código Penal, que pres-
criben según las normas de ese mismo Código.

Adolfo Paúl Latorre,
Abogado

Señor Director:
Un país que aspire al desarrollo no puede permitir que la corrupción se normalice como parte del 

funcionamiento del Estado. El reciente informe de Contraloría, que detectó más de 1,5 billones de pe-
sos en irregularidades en servicios públicos, gobiernos regionales y ministerios, revela un deterioro 
institucional y moral profundo que no podemos olvidar. La negligencia en el manejo de recursos no 
es un hecho aislado, sino el síntoma de una decadencia administrativa que pone en riesgo el bien co-
mún y el orden jurídico.

La corrupción no solo compromete recursos valiosos; atenta directamente contra la autoridad del 
Estado y debilita la búsqueda del bien común. Sin el respeto y cumplimiento efectivo de la ley, no puede 
existir justicia ni paz social duradera. En palabras de Aristóteles, “la justicia es la virtud más impor-
tante para la comunidad”, pues sin justicia, ningún Estado puede sostenerse ni prosperar; y la ley debe 
ser la guía suprema. Una sociedad donde la impunidad campea y la virtud es excepción está condena-
da a perder la confianza de sus ciudadanos y el respeto de sus instituciones. Para que Chile avance, es 
imprescindible que la administración pública recupere su integridad mediante sanciones ejemplares y 
una cultura de cumplimiento estricto de la ley.

Martín Durán,
Licenciado en Historia

Falta de cultura 
cívica

la peor señal es 
resignarse al abuso

una luz de esperanza

apoYo a dictaduras 
de izQuierda

sentencias en causas de dd.HH. corrupción

la imprudencia al volante 
“la imprudencia y cobardía de algunos conductores ha provocado 
tragedias y heridos graves, convirtiendo las calles en un peligro”.

La tragedia parece haberse ins-
talado en nuestras calles. Hace 
apenas unas semanas, la comuni-
dad de Magallanes se estremecía 
con la noticia de una mujer que 
perdía la vida, atropellada por 
un conductor que, con cobardía, 
la abandonó a su suerte y huyó. 
El dolor aún no se disipa cuan-
do, este pasado fin de semana, 
la historia se repite con un nuevo 
capítulo de irresponsabilidad: un 
conductor provoca un choque, 
dejando a un niño con fractu-
ras graves, para luego escapar 
del lugar como si nada.
Estos no son hechos aislados. 
Quienes vivimos en Magallanes 
somos testigos frecuentes de 
cómo algunos conductores, es-
pecialmente durante los fines de 
semana, transforman nuestras 
vías en pistas de carrera. Los au-
tos “tunning”, modificados para 
alcanzar velocidades excesivas 
y hacer ruidos ensordecedores, 
son a menudo pilotados por 
jóvenes que, en un alarde de 
imprudencia, realizan manio-
bras temerarias, poniendo en 
riesgo no sólo sus propias vidas, 
sino también las de peatones y 
otros automovilistas.
¿Qué nos está pasando? ¿Acaso 
hemos perdido el respeto por 
la vida ajena, por las normas 
básicas de convivencia? La 

conducción no es un juego, ni 
un acto de ostentación. Es una 
responsabilidad inmensa que 
implica velar por la seguridad 
propia y la de los demás. La 
impunidad con la que actúan 
algunos de estos irresponsables 
sólo fomenta un círculo vicioso 
de peligro y desidia.
Es urgente que, como sociedad, 
reflexionemos sobre esta alar-
mante situación. No podemos 
permitir que nuestras calles 
se conviertan en escenarios de 
tragedias evitables. Las auto-
ridades deben intensificar la 
fiscalización, aplicar sanciones 
ejemplares y garantizar que 
quienes delinquen al volante res-
pondan por sus actos. Pero la 
responsabilidad también recae 
en cada uno de nosotros: en los 
padres que educan a sus hijos, 
en los amigos que son capaces 
de decir “no” a la imprudencia, 
y en cada conductor que se sien-
ta al volante.
Magallanes no puede seguir 
lamentando vidas perdidas y 
sueños rotos por la irresponsa-
bilidad de unos pocos. Es hora 
de decir ¡basta! a la temeridad 
al volante y de exigir calles más 
seguras para todos. La vida de 
nuestros vecinos, y la de nues-
tros propios hijos, dependen 
de ello.
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